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   RECURSO DE REVISIÓN 868/2022-2 SICOM.
COMISIONADO PONENTE: 

LIC. JOSÉ ALFREDO SOLIS RAMÍREZ
ENTE OBLIGADO:

H. AYUNTAMIENTO DE CIUDAD VALLES, San Luis Potosí.

San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la Sesión Extraordinaria 06 seis de junio de 2022 dos mil veintidós.  
VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y
R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. Según consta en la Plataforma Nacional de Transparencia con folio 2404729220001859 el 30 treinta de marzo de 2022 dos mil veintidós, el H. Ayuntamiento de Ciudad Valles, San Luis potosí, recibió una solicitud de acceso a la información requiriendo lo siguiente:

“QUE NOS ENTREGUIE EL AREA COMPETENTE DEL AYUNTAMIENTO DE CD VALLES:

1.- COPIA SIMPLE EN VERSION DIGITAL DEL CONVENIO, CONTRATO, PACTO, ACUERDO Y O DOCUMENTO POR MEDIO DEL CUAL SE AUTORIZA LA DEMOLICION DEL ARCO DE LAS 3 CULTURAS QUE SE ENCUENTRA EN EL ACCESO A CD VALLES SOBRE LA CARRETERA A SAN LUIS POTOSI.

2.- EN SU CASO, DOCUMENTACION QUE AVALE LA LICITACIÓN REALIZADA RESPECTO DE LA ONRA EN COMENTO.

3.- COPIA DEL ACTA CONSTITUTIVA DE LA EMPRESA QUE LLEVA A CABO LA OBRA SOBRE EL MENCIONADO ARCO.

4.- COSTO DE LA OBRA.

MUCHAS GRACIAS” (sic). 

SEGUNDO. Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. El 20 veinte de abril de 2022 dos mil veintidós, el sujeto obligado notificó al ahora recurrente, la respuesta al escrito de solicitud del recurrente de la manera siguiente:

“En alcance de la solicitud recibida con No. de Folio 240472922000185, dirigida a la Unidad de Transparencia de MUNICIPIO DE CIUDAD VALLES, el día 30/03/2022, nos permitimos hacer de su conocimiento que:

SE ADJUNTA RESPUESTA” (sic) 

Asimismo, adjuntó a su respuesta el archivo digital denominado “0185.pdf”, por medio del cual entregó la digitalización de los oficios número UTM0487/2022, OP-143-2022 y CDS-0317-2022; a través de los cuales manifestó lo siguiente:
El oficio número UTM0487/2022, emitido por la Jefa de la Unidad de Transparencia del H. Ayuntamiento de Ciudad Valles, San Luis Potosí, el Sujeto Obligado realizó las gestiones internas que consideró pertinentes a fin de recabar la información solicitada por el ahora recurrente.
El oficio número OP-143-2022, por el Director De Obras Públicas del H. Ayuntamiento de Ciudad Valles, San Luis Potosí, el Sujeto Obligado señala: “…“NO ES DE MI COMPETENCIA” POR ENDE NO CUENTO CON ESA INFORMACIÓN QUE ME SOLICITA…”
El oficio número OP-143-2022, por el Director De Obras Públicas del H. Ayuntamiento de Ciudad Valles, San Luis Potosí, el Sujeto Obligado señala: “… se informa que la coordinación de desarrollo social ante el comité de obras y servicios relacionados con las mismas de este H. Ayuntamiento, no cuenta con información respecto a los trabajos realizados en “arco de las 3 culturas” que se encuentren en el acceso a Cd. Valles sobre la carretera san Luis potosí, ya que no se llevó a cabo en esa coordinación en la planeación programación pero supuesta ción gasto y ejecución de la obra en mención…”
TERCERO. Interposición del recurso. El 28 veintiocho de abril de 2022 dos mil veintidós, la hoy recurrente interpuso el presente medio de impugnación a través de la Plataforma Nacional de Transparencia, mismo que quedó presentado el mismo día, mes y año, ante oficialía de partes de esta Comisión; mediante el cual señaló como inconformidad lo siguiente:

“SE PRESENTA LA QUEJA TODA VEZ QUE NO SE ENTREGA LA INFORMACIÓN SOLICITADA A LA AUTORIDAD MUNICIPAL COMO CONSTA EN DOCUMENTOS ANEXOS A LA PRESENTE.” (sic).
CUARTO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto de 29 veintinueve de abril de 2022 dos mil veintidós, la Presidencia de esta Comisión tuvo por recibido el recurso de revisión que hoy nos ocupa, por lo que razón de turno toco conocer a la Ponencia del Comisionado José Alfredo Solis Ramírez, por lo que se le turnó dicho expediente bajo el número 868/2022-2 SICOM, para que procediera, previo análisis a su admisión o desechamiento según fuera el caso. 

QUINTO. Auto de admisión y trámite. El 12 doce de mayo de 2022 dos mil veintidós, el Comisionado Ponente acordó la admisión del recurso de recisión por actualizarse la hipótesis de la fracción V del artículo 167 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, tuvo como ente obligado al H. AYUNTAMIENTO DE CIUDAD VALLES, SAN LUIS POTOSÍ, A TRAVÉS DE SU PRESIDENTE MUNICIPAL Y DEL TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA, en lo sucesivo sujeto obligado. 

Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar–. 


Por lo tanto, el ponente apercibió al sujeto obligado de que en caso de ser omisos para manifestar lo que a su derecho conviniera respecto del presente recurso, este Órgano Garante resolvería únicamente con base en las documentales que obraran en autos.


SEXTO. Rendición del informe de los sujetos obligados. Con fecha 15 quince de junio de 2022 dos mil veintidós, esta Comisión tuvo por recibido el oficio número UTM/840/2022, emitido por la Jefa de la Unidad de Transparencia del H. Ayuntamiento de CIUDAD VALLES, San Luis potosí, mediante el cual remitió diversos oficios, a fin de que este órgano garante tuviera por realizadas las manifestaciones que a su derecho correspondieran; 
El oficio número OP-233-2022, por el Director De Obras Públicas del H. Ayuntamiento de Ciudad Valles, San Luis Potosí, el Sujeto Obligado señala: “…UNICO:- NO ES DE MI COMPETENCIA…”

El oficio número CDS-0578-2022, por el Coordinador de Desarrollo Social  del H. Ayuntamiento de Ciudad Valles, San Luis Potosí, el Sujeto Obligado señala: “… esa coordinación manifiesta encontrarse en la imposibilidad jurídica y material de poder otorgar la información del solicitante toda vez que lo peticionado en el escrito inicial es información con la que no se cuentan los archivos de esta coordinación toda vez que lo solicitado en el escrito no es una acción propia del H. ayuntamiento de CD. Valles, SLP

4.- a los mencionado y en el numeral 3 de este escrito en referencia de que esta coordinación no cuenta con lo solicitado por el quejoso; se adjunta fotografía en el lugar de la obra ejecutada donde se muestra mampara por parte de la dependencia del gobierno del estado siendo la secretaría de desarrollo urbano, vivienda y obra pública (SEDUVOP); quieñes serían los indicados para poder otorgar la información solicitada…”


Asimismo, se tuvo a la parte recurrente por omiso en hacer manifestaciones respecto a lo que a su derecho conviniera. 

Por lo que, en el contexto del mismo proveído se declaró cerrado el periodo de instrucción, asimismo, se ordenó ampliar el plazo para resolver el presente asunto, por lo que, se ordenó remitir el expediente a fin de proceder a la elaboración del proyecto de resolución correspondiente.

  C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto, de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 

SEGUNDO. Procedencia. El recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en virtud de que fue interpuesto en tiempo y se encuentran satisfechos los requisitos que establece la misma; asimismo el recurrente se inconformó en contra de la respuesta a su solicitud de información por parte del sujeto obligado.

TERCERO. Caso Concreto. A fin de otorgar una mayor ejemplificación de la respuesta otorgada por el sujeto obligado, a la solicitud planteada por el ahora recurrente y de la cual derivó el presente recurso de revisión, este Órgano Garante procede a realizar la relación esquematizada de la solicitud presentada, la respuesta otorgada, así como los agravios planteados; lo cual queda como sigue: 

	NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN
	INFORMACION SOLICITADA
	RESPUESTA OTORGADA
	AGRAVIO

	UNO 
	1.- COPIA SIMPLE EN VERSION DIGITAL DEL CONVENIO, CONTRATO, PACTO, ACUERDO Y O DOCUMENTO POR MEDIO DEL CUAL SE AUTORIZA LA DEMOLICION DEL ARCO DE LAS 3 CULTURAS QUE SE ENCUENTRA EN EL ACCESO A CD VALLES SOBRE LA CARRETERA A SAN LUIS POTOSI.
	A través de los oficios número OP-143-2022 y CDS-0317-2022, exhibidos por el sujeto obligado, manifestó la inexistencia de la información solicitada, dentro de los archivos que resguarda el sujeto obligado, en razón de la incompetencia del mismo.
	NO SE ENTREGA LA INFORMACIÓN SOLICITADA

	DOS
	2.- EN SU CASO, DOCUMENTACION QUE AVALE LA LICITACIÓN REALIZADA RESPECTO DE LA ONRA EN COMENTO.

3.- COPIA DEL ACTA CONSTITUTIVA DE LA EMPRESA QUE LLEVA A CABO LA OBRA SOBRE EL MENCIONADO ARCO.

4.- COSTO DE LA OBRA.
	A través de los oficios número OP-143-2022 y CDS-0317-2022, exhibidos por el sujeto obligado, manifestó la inexistencia de la información solicitada, dentro de los archivos que resguarda el sujeto obligado, en razón de la incompetencia del mismo.
	NO SE ENTREGA LA INFORMACIÓN SOLICITADA



CUARTO. Suplencia en la deficiencia de la queja. Previo a realizar el análisis de las constancias que nos ocupan, resulta preciso señalar lo establecido en el artículo 170, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, el cual a la letra establece lo siguiente:

“[…]

ARTÍCULO 170. La CEGAIP resolverá el recurso de revisión en un plazo que no podrá exceder de treinta días, contados a partir de la admisión del mismo, en los términos que establezca la ley respectiva, plazo que podrá ampliarse por una sola vez y hasta por un periodo de veinte días. 

Durante el procedimiento deberá aplicarse la suplencia de la queja a favor del recurrente, sin cambiar los hechos expuestos, asegurándose de que las partes puedan presentar, de manera oral o escrita, los argumentos que funden y motiven sus pretensiones.
[…]”


Conforme a lo arriba transcrito, en los procedimientos de acceso a la información, se deberá aplicar, en todo momento, la suplencia de la deficiencia de la queja en favor del recurrente, de forma tal que los agravios presentados por el recurrente, cuando estos se encuentren en una calidad que sea considerada deficiente, sean complementados en favor del solicitante; así, en el caso en concreto, se advierte que el recurrente manifestó que no se le entrega información solicitada; circunstancia que, al ser de carácter general, no se estima de manera precisa las razones precisas que derivaron en la falta de entrega de la información solicitada, por lo cual, en un primer momento, al admitirse presente recurso de revisión, este órgano garante determinó procedente al actualizar la fracción V, del artículo 167 de la ley de la materia no obstante, de un análisis exhaustivo realizado a las constancias exhibidas por la parte recurrente al momento de la presentación de su recurso de revisión, resultó evidente que el agravio presentado por el ahora recurrente derivó del pronunciamiento realizado por el sujeto obligado en razón de declararse falto de competencia para poder otorgar la información solicitada por el ahora recurrente; circunstancia que actualiza la fracción III, del artículo 167 de la ley de transparencia y acceso a la información pública del estado de san Luis potosí.
QUINTO. Estudio de fondo. Así las cosas, de lo precisado con antelación, es posible advertir qué en el presente asunto, este Órgano Garante se abocará a analizar si el sujeto obligado, al momento de otorgar su respuesta primigenia, atendió a cabalidad lo estipulado por la Ley de la materia, al momento de remitir al ahora recurrente, a la consulta en la fuente de acceso público denominado Plataforma Estatal de Transparencia.
Los artículos 3°, fracción XIII y 4° de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí:

“ARTÍCULO 3°. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:

(…)

XIII. Documento: oficios, acuerdos, correspondencia, directivas, circulares, minutas, expedientes, reportes, estudios, contratos, actas, convenios, resoluciones, instructivos, memorandos, notas, estadísticas, sondeos, encuestas, expresiones y representaciones materiales que den constancia de un hecho o acto del pasado o del presente, de las entidades y de las personas en el servicio público en el ejercicio de sus funciones; o cualquier otro registro que documente la existencia y actividades de los sujetos obligados, sin excepción de su fuente, tipo o fecha de elaboración. Los documentos pueden ser papeles escritos, o en cualquier medio o formato impreso, sonoro, electrónico, fotográfico, gráfico, visual, holográfico, electrónico o digital; 

[…]
“ARTÍCULO 4°. El derecho humano de acceso a la información comprende solicitar, investigar, difundir, buscar y recibir información. Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible a cualquier persona en los términos y condiciones que se establezcan en la Ley General; en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; la esta Ley; y la normatividad aplicable en sus respectivas competencias, sólo podrá ser clasificada excepcionalmente en los términos que fija la ley.”

Conforme a lo anterior, tenemos las definiciones de lo que para la materia se considera documento, el cual es: cualquier manifestación gráfica, sonora, física o electrónica, que dé constancia de las actividades realizadas por los sujetos obligados en el ejercicio de sus facultades, competencias, funciones o jurisdicciones; asimismo, con el segundo se advierte el concepto del derecho acceso a la información, el cual es la prerrogativa por medio de la cual todas las personas se encuentran en capacidad de solicitar investigar difundir publicitar y adquirir la información que se encuentra en posesión y es generada por los sujetos obligados, sin mayor excepción que aquella que se encuentra fijada en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.

Ahora bien, del mismo modo resulta necesario precisar lo señalado en los artículos 6°, 11, 12, 13, 18, 19 y 20 de la Ley de la materia, los cuales establecen lo siguiente:

“ARTÍCULO 6°. El Estado garantizará el efectivo acceso de toda persona a la información en posesión de cualquier entidad, autoridad, órgano y organismo de los poderes, Ejecutivo; Legislativo; y Judicial; municipios; organismos autónomos; partidos políticos; candidatas y candidatos independientes; fideicomisos y fondos públicos; así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal.
[…]

ARTÍCULO 11. Toda la información en posesión de los sujetos obligados será pública, completa, oportuna y accesible, sujeta a un claro régimen de excepciones que deberán estar definidas y ser además legítimas y estrictamente necesarias en una sociedad democrática.

ARTÍCULO 12. Toda la información pública generada, obtenida, adquirida, transformada o en posesión de los sujetos obligados es pública y será accesible a cualquier persona, para lo que se deberán habilitar todos los medios, acciones y esfuerzos disponibles en los términos y condiciones que establezca esta Ley; la Ley General; así como demás normas aplicables.

ARTÍCULO 13. En la generación, publicación y entrega de información se deberá garantizar que ésta sea accesible, confiable, verificable, veraz, oportuna y atenderá las necesidades del derecho de acceso a la información de toda persona.

Los sujetos obligados buscarán, en todo momento, que la información generada tenga un lenguaje sencillo para cualquier persona y se procurará, en la medida de lo posible, su accesibilidad y traducción a lenguas indígenas.

[…]

ARTÍCULO 18. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones.”

ARTÍCULO 19. Se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados. En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia.

ARTÍCULO 20. Ante la negativa del acceso a la información o su inexistencia, el sujeto obligado deberá demostrar que la información solicitada está prevista en alguna de las excepciones contenidas en esta Ley o, en su caso, demostrar que la información no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones.
[…] ”


De lo antes transcrito, se colige que el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la información, será garantizado por el Estado; por lo cual, se establece que toda la información en posesión de los sujetos obligados, deberá ser pública, completa, oportuna y accesible, sujeta a un claro régimen de excepciones que deberán estar definidas y ser legítimas, así como necesarias. Derivado de lo anterior, para que la referida información sea accesible, se deberán habilitar todos los medios, acciones y esfuerzos disponibles en los términos y condiciones que establezca la normativa aplicable; asimismo, en la generación, publicación y entrega de información se deberá garantizar que ésta sea accesible, confiable, verificable, veraz, oportuna y atenderá las necesidades del derecho de acceso a la información de toda persona.
Por otra parte, es posible divertir que los sujetos obligados tienen el deber de documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades por ende se presume que si se encuentra dentro de sus facultades ejercer algún acto o emitirlo, la documentación que se derive de ello se encontrará en condiciones de existencia; por lo cual, ante la negativa de la entrega de la información, por parte del sujeto obligado, este deberá demostrar que la información solicitada se encuentra en alguna de las excepciones establecidas en la Ley de la materia, o en su caso, que la información no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones.
Una vez precisado lo anterior, resulta menester esclarecer que, en el asunto, el sujeto obligado realizó manifestaciones, a fin de señalar la imposibilidad en la entrega de la información, toda vez que él mismo resultó carente de competencia para la entrega de la información; razón por la cual Ese órgano garante realiza el estudio de lo señalado por los artículos 54 fracciones III y V, así como 158 de la ley de la materia, los cuales a la letra señalan: 
“ARTÍCULO 54. Los sujetos obligados designarán al responsable de la Unidad de Transparencia que tendrá las siguientes funciones:

[…]

III. Auxiliar a los particulares en la elaboración de solicitudes de acceso a la información y, en su caso, orientarlos sobre los sujetos obligados competentes conforme a la normatividad aplicable;

[…]

V. Efectuar las notificaciones a los solicitantes;

[…]

ARTÍCULO 158. Cuando las Unidades de Transparencia determinen la notoria incompetencia por parte de los sujetos obligados, dentro del ámbito de su aplicación, para atender la solicitud de acceso a la información, deberán comunicarlo al solicitante, dentro de los tres días posteriores a la recepción de la solicitud y, en caso de poderlo determinar, señalar al solicitante el o los sujetos obligados competentes.

Si los sujetos obligados son competentes para atender parcialmente la solicitud de acceso a la información, deberá dar respuesta respecto de dicha parte. Respecto de la información sobre la cual es incompetente se procederá conforme lo señala el párrafo anterior.”
De conformidad con la legislación transcrita, los sujetos obligados tendrán el deber de designar al responsable de la unidad de transparencia, el cual entre otras funciones deberá auxiliar a los particulares en la elaboración de las solicitudes de acceso a la información; por lo cual, en caso de ser procedente deberá orientarlos sobre los sujetos obligados competentes conforme a la normatividad aplicable, asimismo deberá efectuar las notificaciones a los solicitantes.
Asimismo, cuando las unidades de transparencia determinen la notoria incompetencia por parte de los sujetos obligados, dentro del ámbito de su aplicación, a fin de atender la solicitud presentada por los particulares deberán comunicarlo a este dentro de los 3 días posteriores a la recepción de la solicitud, por lo cual deberán realizar su respuesta de conformidad con lo establecido en el artículo 20 analizado a supra líneas y fundamental las razones motivos y circunstancias que derivan en su incompetencia, asimismo deberá orientar en caso de ser posible, al solicitante, a fin de que éste pueda solicitar la información al sujeto obligado que pudiera contenerla.
Así las cosas, como es posible observar, la respuesta otorgada por el sujeto obligado fue alejada de los principios de congruencia y exhaustividad, en tanto que, al momento de pronunciarse respecto a lo solicitado, únicamente remite para su consulta a través de la Plataforma Estatal de Transparencia, no obstante que Ley de la materia establece, respecto de la entrega de información, cuando la misma ya se encuentra disponible al público para su consulta, como lo señala la Ley de la Materia, a través de su artículo 152
 previstos en el artículo 165, fracción III del Código de Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria a la ley de la materia, que a la letra señala:

“ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo:

“[…]

III. Que se expida de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas.”

[…]”.

De acuerdo con el artículo transcrito, son considerados válidos los actos que reúnan, entre otros elementos, los principios de congruencia y exhaustividad, entendiendo por lo primero que las consideraciones vertidas en la respuesta sean armónicas entre sí, no se contradigan, y guarden concordancia entre lo solicitado y la respuesta; y por lo segundo, que se pronuncie expresamente sobre cada punto.

Además, cabe señalar que los sujetos obligados deben cumplir los principios de congruencia y exhaustividad, es decir, otorgar una respuesta lógica y acorde a lo especialmente peticionado, y atendiendo de manera puntual, expresa y categórica cada uno de los contenidos de información requeridos, con la finalidad de satisfacer la solicitud correspondiente. Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio 02/17 emitido por el Pleno del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI), que a la letra señala lo siguiente:

“Congruencia y exhaustividad. Sus alcances para garantizar el derecho de acceso a la información. De conformidad con el artículo 3 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, de aplicación supletoria a la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en términos de su artículo 7; todo acto administrativo debe cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad. Para el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la información, la congruencia implica que exista concordancia entre el requerimiento formulado por el particular y la respuesta proporcionada por el sujeto obligado; mientras que la exhaustividad significa que dicha respuesta se refiera expresamente a cada uno de los puntos solicitados. Por lo anterior, los sujetos obligados cumplirán con los principios de congruencia y exhaustividad, cuando las respuestas que emitan guarden una relación lógica con lo solicitado y atiendan de manera puntual y expresa, cada uno de los contenidos de información.”

Se dice lo anterior, toda vez que el sujeto obligado, al momento de emitir la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública, únicamente realizó diversas manifestaciones señalando que la información no se encontraba contenida en sus archivos por carecer de competencia, circunstancia que contraviene lo establecido en los artículos 6°, 11, 12, 13, 20, 54 fracción III y 158, de la Ley de la materia, por medio de los cuales se determina que el sujeto obligado deberá otorgar al solicitante la posibilidad de acceder a la información de manera accesible y oportuna, para lo cual, como lo señalan los numerales 20, 54 fracción III y 158 de la multicitada Ley de la materia, deberá señalar al solicitante de manera fundada y motivada, las razones específicas por las cuales se encontró como carente de competencia para contener la información solicitada; asimismo orientar al propio solicitante para que éste pudiera presentar una nueva solicitud al sujeto obligado que efectivamente pudiera contener la información de interés para el particular.

Ello es así en tanto que el sujeto obligado únicamente realizó diversas manifestaciones en el sentido de señalar que éste carecía de competencia, o en su caso que no contenía la información solicitada en tanto que la misma no había sido generada dentro de la administración; pues si bien a través del informe del sujeto obligado realizó diversas manifestaciones en el sentido de señalar a una diversa autoridad como posible generadora de la información, dicha circunstancia no fue notificada a la parte solicitante.
Así entonces, lo procedente es declarar que los agravios hechos valer por el ahora recurrente resultan fundados; y, por ende, modificar la respuesta otorgada por el sujeto obligado a la solicitud de acceso a la información presentada por el hoy recurrente.
6.2. Sentido de esta resolución.

En las condiciones anotadas, lo procedente es que esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública de conformidad con el artículo 175, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado modifica el acto impugnado, y conmina al sujeto obligado para efectos de que:

· Elabore y notifique al ahora recurrente, una nueva respuesta a la solicitud con número de folio 2404729220001859, por medio de a cual entregue al solicitante de manera fundada y motivada las razones motivas y circunstancias que derivaron en la incompetencia para otorgar la información solicitada.
6.3. Precisiones de esta resolución.


De conformidad con la última parte del artículo 175 de la Ley de Transparencia está Comisión de Transparencia establece los siguientes términos para el cumplimiento de la resolución.

· En cuanto a lo ordenado, se reitera que la información debe de entregarse en la modalidad solicitada.
· Asimismo, deberá asegurarse, que la información entregada al recurrente, no contenga datos personales susceptibles de ser clasificados como confidenciales de conformidad con lo estipulado en el capítulo III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información pública del Estado de San Luis Potosí; y, en caso de contenerlos, deberá emitir el acuerdo aprobado por su Comité de Transparencia de conformidad con el artículo 159 de la Ley de la materia, a efecto de elaborar las versiones públicas a que se refiere el artículo 125 de la multicitada Ley, haciendo observancia a lo establecido en el capítulo IX de los Lineamientos Generales para la Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas.

6.4. Plazo de diez días hábiles para el cumplimento de esta resolución.

Con fundamento en el artículo 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, este órgano colegiado le concede al sujeto obligado el plazo de diez días para la entrega de la información, plazo que es el que está Comisión de Transparencia considera que es suficiente, ya que es el máximo autorizado por el citado precepto.

6.5. Informe sobre el cumplimento a la resolución dentro del plazo de tres días hábiles.

De conformidad con el artículo 177, segundo párrafo, el sujeto obligado deberá de informar a esta Comisión de Transparencia el cumplimento a la presente resolución en un plazo que no deberá de exceder de tres días siguientes a los diez días que tiene para la entrega de la información en donde justificará con los documentos necesarios el cumplimento a lo aquí ordenado.
 6.6. Medida de apremio en caso de incumplimiento a la resolución.

Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública apercibe al ente obligado que, en caso de no acatar la presente resolución, podrá ser acreedor de alguna de las medidas de apremio establecidas en el artículo 190 de la Ley de Transparencia, en virtud de que este órgano colegiado debe de garantizar el debido cumplimiento al derecho humano de acceso a la información pública.  

RESOLUTIVOS 

Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE:

UNICO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública modifica la respuesta del ente obligado por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando sexto de la presente resolución.
Notifíquese; por oficio a las autoridades y a la recurrente por el medio que designó.

Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrada por los Comisionados Licenciados Mariajosé González Zarzosa, David Enrique Menchaca Zúñiga, Presidente, José Alfredo Solis Ramírez, siendo ponente el último de los nombrados, quienes, en unión de la Licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria de Pleno que da fe, firman esta resolución.    
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� ARTÍCULO 152. Cuando la información requerida por el solicitante ya esté disponible al público en medios impresos, tales como libros, compendios, trípticos, registros públicos, en formatos electrónicos disponibles en Internet o en cualquier otro medio, se le hará saber por el medio requerido por el solicitante la fuente, el lugar y la forma en que puede consultar, reproducir o adquirir dicha información en un plazo no mayor a cinco días.





